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Pág.MATERIA CONSTITUCIONAL
Sala Constitucional

-A-
acción de protección efectiva de derechos humanos, 
inconformidad contra violaciones a derechos hu-
manos que puedan presentarse al inicio o durante 
la sustanciación de un procedimiento competencia 
de la administración pública
Hechos: Un particular presentó una acción de protección 
efectiva de derechos humanos, donde señaló como autoridad 
responsable a la Dirección Ejecutiva Jurídica de la Alcaldía 
Miguel Hidalgo y al personal especializado en funciones de 
verificación, adscrito al Instituto de Verificación Administra-
tiva de la Ciudad de México.

Al respecto, el juzgado de Tutela de Derechos Humanos al 
que se turnó el conocimiento del asunto dictó un auto en el 
que inadmitió la acción de protección efectiva de derechos hu-
manos promovida. Inconforme con dicha resolución, el apo-
derado legal de la persona moral quejosa interpuso el recurso 
de queja.
Criterio jurídico: Los actos reclamados en el caso en estu-
dio mediante una acción de protección efectiva de derechos 
humanos son competencia de un juez de Tutela, al ser quien 
conoce de manera directa las posibles violaciones a los dere-
chos humanos reconocidos en la Constitución Política de la 
Ciudad de México, contra los que se inconforme el titular de 
un derecho o de un interés legítimo individual o colectivo, al 
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inicio y/o durante la sustanciación de algún procedimiento 
competencia de la Administración Pública y en contra de la 
omisión de alguna autoridad u órgano autónomo de la Ciudad 
de México, que constituya violación probable o que viole o 
haya violado los derechos protegidos por dicha Constitución, 
en términos de los artículos 66, párrafo segundo, y 67 de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Ciudad de México.

No resulta acertado considerar que los juzgados de tutela, 
al conocer de las acciones de protección efectiva de derechos 
humanos, se constituirían en una instancia extraordinaria; 
lo anterior, ya que con independencia de la competencia del 
Tribunal de Justicia Administrativa, el juez de Tutela debe 
observar si los actos atribuidos a las autoridades señaladas 
como responsables constituyen una probable violación a los 
derechos de la persona accionante, conforme a las obligacio-
nes establecidas para todas las autoridades, en el ámbito de 
sus respectivas competencias, de proteger y garantizar los de-
rechos humanos de las personas, en términos de lo dispuesto 
por el artículo 4, apartado A, numerales 1, 3, 5 y 6 de la Cons-
titución Política de la Ciudad de México.
Justificación: Se colman los supuestos de procedencia de 
la acción de tutela promovida, dispuestos en el artículo 66, 
párrafo segundo, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Ciudad de México, en cuanto a que para que sea proceden-
te una acción de protección efectiva de derechos humanos se 
requiere que el titular de un derecho o de un interés legítimo 
individual o colectivo se inconforme ante un juez de Tute-
la por una posible violación a un derecho humano, recono-
cido en la Constitución Política de la Ciudad de México, al 
inicio y/o durante la sustanciación de algún procedimiento 
competencia de la Administración Pública. Situación que en 
el caso concreto se actualiza, en virtud de que los actos que 
atribuye el quejoso a las autoridades señaladas como respon-
sables acontecieron al inicio y/o durante la sustanciación de 
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un procedimiento competencia de la Administración Pública, 
y consistieron en la afectación al acceso de un inmueble por 
la colocación de tapiales fijos en el frente y la imposición de 
sellos de clausura.

MATERIA CIVIL
Primera Sala 

-C-
contrato de seguro, la parte asegurada debe con-
servar la invariabilidad de las cosas conforme a los 
artículos 114 y 115 de la ley sobre el contrato de se-
guro, sin que sea exigible autorización previa de la 
aseguradora al existir peligro en la demora
Hechos: Una persona moral demandó en la vía ordinaria 
mercantil a cuatro empresas con las que celebró un contra-
to de seguro, el pago íntegro del daño material y de pérdidas 
consecuenciales amparados en la póliza correspondiente.

El contrato de seguro comprendía, entre otros, los daños 
materiales a un inmueble en caso de siniestro. Derivado del 
sismo de septiembre de 2017, el asegurado advirtió a las ase-
guradoras el potencial colapso de un techo dentro del inmue-
ble en cuestión, lo que implicó que al interior de las áreas afec-
tadas se colocaran apuntalamientos para que el citado techo 
no colapsara. Lo anterior engendró el deber contractual de 
las demandadas aseguradoras de asumir esa cobertura para 
cubrir la pérdida conforme a los términos del pacto de seguro, 
mediante la indemnización de los costos correspondientes.

No obstante, es en este punto las partes divergieron al ex-
poner los hechos, porque los actores sostuvieron que ante el 
costo de reparar lo existente y su urgencia tendría que hacer-
se una demolición y un reemplazo del tipo de construcción. 
De tal suerte que hubo una demolición y luego una nueva 
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construcción, lo que las aseguradoras demandadas no acep-
taron y argumentaron que ese proceder no fue conforme a 
lo pactado.  

La juzgadora que conoció en primera instancia condenó a 
las aseguradoras por las prestaciones demandadas, y no es-
tando conformes éstas, interpusieron el recurso de apelación. 
La parte actora, no obstante que obtuvo sentencia a su favor, 
estuvo en desacuerdo con las cantidades materia de ésta, por 
lo que también hizo valer el citado medio de impugnación.
Criterio jurídico: En el contexto contractual que regula el 
presente asunto y de las condiciones generales de seguro re-
lacionadas con la póliza contratada, se desprende el deber de 
la asegurada de aportar la información que exponga a detalle 
el caso de siniestro y sus consecuencias de afectación, para 
analizar la pérdida, a la par que la aseguradora tiene la opor-
tunidad de que el ajustador establezca la percepción de los 
hechos para informar qué alcances tendrá frente al daño y la 
reparación correspondiente,

Además, la parte asegurada debe conservar la invariabilidad 
de las cosas conforme a los artículos 114 y 115 de la Ley So-
bre el Contrato de Seguro, por lo que llevó a cabo diversas ac-
ciones para evitar un daño mayor, ante el evento y la urgencia 
del siniestro que implicaba la pérdida (colapso del inmueble 
dañado por un sismo), lo que evitaba pedir instrucciones a la 
aseguradora. 

Tampoco era exigible el consentimiento previo de la ase-
guradora, dado que el asegurado cumplió con su obligación 
legal de evitar o disminuir el daño, conforme al primero de los 
artículos citados, es decir,  no era exigible autorización previa 
de la aseguradora cuando existió peligro en la demora; y no se 
demostró limitación o impedimento contractual para que el 
asegurado asuma la opinión del siniestro a partir de los dictá-
menes o evidencia que sería aportada hacia la aseguradora, a 
fin de deducir el impacto del siniestro en los bienes. 99
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Justificación: Tras un siniestro, el asegurado debe adoptar 
medidas razonables e inmediatas para proteger los bienes 
afectados, tales como evitar derrumbes, impedir filtraciones, 
cuando se trata de un inmueble objeto del seguro.

En este sentido, es relevante mencionar la interacción que 
tiene el ajustador, quien actúa como un enlace técnico entre 
la aseguradora y el asegurado, garantizando que el proceso de 
reclamación sea objetivo, transparente y conforme al contra-
to. El ajustador debe emitir un informe detallado que con-
tenga sus conclusiones sobre la causa, extensión y monto de 
la pérdida; lo anterior conforme al artículo 109 de la Ley de 
Instituciones de Seguros y Fianzas.

Así, en el caso en estudio, el ajustador asumió como infor-
me que procedía la reparación del techo existente en el inmue-
ble afectado, pero no realizó el examen o análisis de estimar 
si había pérdida total o parcial.  Siendo que el asegurado ya 
había informado la necesidad de demoler la construcción, el 
ajustador no propuso una negativa a la pretensión que aquél 
hizo de su conocimiento, y lo que propuso fue indemnizar 
por la reparación de una losa en las zonas afectadas, sin que lo 
justificara, con lo que el ajustador se desapegó de la ley del se-
guro y de las condiciones generales que rigen entre las partes.

Novena Sala 

-R-
representación aparente, responsabilidad de los 
hospitales en caso de negligencia médica
Hechos: Una persona falleció a consecuencia de diversas 
complicaciones surgidas durante el procedimiento de aplica-
ción de anestesia general previo a una operación a la que se 
iba a someter. Sus herederos reclamaron al médico tratante, 
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al médico anestesista y al hospital la responsabilidad civil, in-
demnización por daño moral y lucro cesante, entre otras pres-
taciones. El juzgador de primera instancia condenó al pago 
de diversas sumas a dos de las codemandadas. Inconformes 
tanto la parte actora como las codemandadas que resultaron 
condenadas en el juicio, interpusieron el recurso de apelación.

Criterio jurídico: Conforme  a la figura de la representación 
aparente una persona que se desempeña en las instalaciones 
del hospital, como lo son la mayoría de los médicos, se condu-
ce regularmente como si fuera empleada de la institución tan-
to al interior del centro de salud como frente a los usuarios, 
por medio de elementos como su común localización en el 
nosocomio, el desenvolverse bajo la estructura de éste, laborar 
de forma constante y cotidiana en ese lugar y dar consultas 
ahí, entre otros actos que harían suponer a cualquier persona, 
como usuaria, que el médico es empleado o trabaja para el 
nosocomio.

Así, atento al derecho humano a la salud y al conjunto de 
bienes, servicios y condiciones que comprenden la atención 
médica, es posible actualizar la responsabilidad civil de hospi-
tales o centros médicos privados por actos cometidos por ter-
ceros que de manera aparente realizan sus actividades para és-
tos; en ese sentido, el hecho de que se informe al paciente que 
el médico no es su empleado o que no existe formalmente una 
relación laboral o de servicios profesionales entre el hospital y 
el médico no constituye un argumento válido para eximir de 
dicha responsabilidad al hospital privado, ya que el criterio 
de la responsabilidad de los hospitales y centros de salud por 
actos cometidos por terceros, que en éstos se desempeñan, 
atiende a elementos materiales y no formales (como lo sería la 
relación de trabajo entre el médico y el hospital).
Justificación: Los servicios de salud tienen una naturaleza in-
tegral que los hace complejos, en virtud de la pluralidad de 



Índice de sumarios 495

REVISTA A NAL E S  D E  JURISPRUDENCIA

entes que participan y por la diversidad de actividades que 
éstos desarrollan en torno a la salud, siendo precisamente esta 
integralidad lo que puede llevar a diversas responsabilidades 
atendiendo a la participación y al tipo de daño causado.

De esta manera, los usuarios de los servicios de salud se 
convierten en un grupo vulnerable, pues por la posición de 
disparidad frente a quienes manejan, desarrollan y controlan 
los servicios de salud, se pueden ver vulnerados en sus dere-
chos fundamentales ante la asimetría que existe entre el hos-
pital y los usuarios, por la propia naturaleza de los servicios 
y complejidad de la medicina como profesión. Así, atento al 
derecho humano a la salud y al conjunto de bienes, servicios 
y condiciones que comprenden la atención médica, es posible 
actualizar la responsabilidad civil de hospitales o centros mé-
dicos privados por actos cometidos por terceros. 

Al respecto, se destaca que en el Reglamento de la Ley Ge-
neral de Salud en Materia de Prestación de los Servicios de 
Atención Médica se prevé que todos los establecimientos, sin 
distinguir entre públicos, privados, físicos o morales, cuentan 
con médicos responsables quien deben vigilar el desarrollo de 
procedimientos para asegurar que la prestación de servicios 
ofrecida sea oportuna y eficiente, por lo que, suponer que és-
tos actúan de forma independiente, es decir, que no son em-
pleados o dependientes, sería incongruente, pues no podrían 
cumplir con sus funciones; de ahí que la existencia de un mé-
dico responsable que vigile el desarrollo de los procedimien-
tos que se lleven a cabo al interior del establecimiento eviden-
cia que los hospitales trabajan de manera coordinada con sus 
médicos empleados o dependientes. 

En ese orden de ideas, es que se sostiene que la moral de-
mandada puede resultar responsable por los daños causados 
dentro de sus instalaciones con motivo de la prestación de 
los servicios hospitalarios, del equipo que proporcionan o 
por los daños causados por el personal que ahí labora; ello es 
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así porque el hospital prestó la infraestructura, el servicio de 
enfermería, las medicinas, entre otros servicios, así como la 
atención médica especializada a través del doctor tratante y 
la anestesióloga,  y la persona moral propietaria del sanatorio 
obtiene beneficios o un lucro con el trabajo que desempeñan 
los médicos autorizados; por tanto, el nosocomio está obliga-
do solidariamente al pago de los daños y perjuicios causados 
por sus dependientes.

responsabilidad médica, carácter contractual, ex-
tracontractual y actuación diligente conforme a 
la lex artis
Hechos: Una persona falleció a consecuencia de diversas 
complicaciones surgidas durante el procedimiento de aplica-
ción de anestesia general previo a una operación a la que se 
iba a someter. Sus herederos reclamaron al médico tratante, 
al médico anestesista y al hospital la responsabilidad civil, in-
demnización por daño moral y lucro cesante, entre otras pres-
taciones. El juzgador de primera instancia condenó al pago 
de diversas sumas a dos de las codemandadas. Inconformes 
tanto la parte actora como las codemandadas que resultaron 
condenadas en el juicio, interpusieron el recurso de apelación.

Criterio jurídico: Para determinar el tipo de responsabili-
dad derivada de los daños generados por los profesionales 
médico-sanitarios, deberá analizarse el cumplimiento o in-
cumplimiento de las prescripciones de la ciencia médica en el 
momento del desempeño de sus actividades, que pueden pro-
venir tanto de disposiciones reglamentarias (normas oficiales 
mexicanas) como de la lex artis ad hoc o, simplemente, de la 
lex artis de su profesión.

Por otra parte, mientras en la responsabilidad contractual 
las partes están vinculadas con anterioridad al hecho produc-
tor de la responsabilidad, en la extracontractual el vínculo 
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nace por la realización de los hechos dañosos. Por lo que la 
responsabilidad contractual emana de un acuerdo de volun-
tades que ha sido transgredido por alguna de las partes, en 
tanto que la responsabilidad extracontractual deriva del in-
cumplimiento del deber genérico de no afectar a terceros.

Así, la responsabilidad médica rebasa el ámbito de la res-
ponsabilidad contractual, por un lado, porque existen deberes 
que van más allá de los que pudieran estar contenidos en el 
contrato de prestación de servicios –como son el deber del 
médico de actuar con la diligencia que exige la lex artis– y, por 
otro lado, porque no puede aceptarse a través de un contrato 
la lesión a la integridad física o a la vida.

Aunado a lo anterior, es posible afirmar que a través del 
consentimiento informado el paciente asume los riesgos y 
consecuencias inherentes o asociados a la intervención au-
torizada; pero no excluye la responsabilidad médica cuando 
exista una actuación negligente de los médicos o instituciones 
de salud involucrados.
Justificación: Existe un tipo de daños que no se derivada del 
riesgo inherente a los procedimientos médicos, sino que se 
genera por el actuar negligente de los profesionales médicos. 
Estos daños, sin lugar a dudas, no pueden ser aceptados por 
el paciente cuando decide someterse a un evento quirúrgico, 
ya que se encuentran fuera del ámbito contractual, aun si el 
paciente acepta el uso de la anestesia, pero se determina que 
existió un suministro negligente de dicha sustancia o bien, de 
cuidados preoperatorios o postoperatorios inadecuados se ac-
tualiza una responsabilidad extracontractual, ya que dichos 
daños no pueden ser aceptados mediante un contrato de pres-
tación de servicios entre el médico y el paciente, al tratarse de 
bienes jurídicos indisponibles como la salud, integridad física 
o la vida misma.
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responsabilidad médico sanitaria, carácter subjeti-
vo, necesidad de probar el elemento de culpa o el ac-
tuar negligente (inversión de la carga de la prueba)
Hechos: Una persona falleció a consecuencia de diversas 
complicaciones surgidas durante el procedimiento de aplica-
ción de anestesia general previo a una operación a la que se 
iba a someter. Sus herederos reclamaron al médico tratante, 
al médico anestesista y al hospital la responsabilidad civil, in-
demnización por daño moral y lucro cesante, entre otras pres-
taciones. El juzgador de primera instancia condenó al pago 
de diversas sumas a dos de las codemandadas. Inconformes 
tanto la parte actora como las codemandadas que resultaron 
condenadas en el juicio, interpusieron el recurso de apelación.

Criterio jurídico: Tanto la doctrina especializada como di-
versos tribunales de otras latitudes se han inclinado, cada vez 
más, en determinar que la responsabilidad médico sanitaria 
es de carácter subjetivo, esto es, que es necesario probar el 
elemento de culpa o el actuar negligente del profesionista para 
que exista el deber de indemnización.

Se ha razonado, asimismo, que la obligación de los profe-
sionales médicos es de medios, no de obtener en todo caso 
la recuperación del enfermo (curarlo), sino hacer todo lo que 
esté al alcance de dichos profesionistas para la consecución de 
ese objetivo según las exigencias de la lex artis.

Ahora bien, tratándose de la anestesia resulta claro el bene-
ficio social que genera su utilización. Incluso, no es exagerado 
afirmar que protege de manera directa valores como la salud e 
integridad física. En consecuencia, para responsabilizar a los 
profesionales médicos o las instituciones que participan en el 
proceso anestésico debe quedar acreditado que la administra-
ción de la anestesia fue realizada con infracción o no sujeción 
a las técnicas médicas o científicas exigibles para los mismos 
–lex artis ad hoc–.

135
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Así mismo, para determinar el deber de indemnización del 
médico debe analizarse si la aplicación de la anestesia se rea-
lizó de acuerdo con los cuidados que exige la Norma Oficial 
Mexicana para la práctica de anestesiología al deber de dili-
gencia que conlleva la profesión.

Ahora bien, la carga de la prueba de la diligencia recae en 
los especialistas médicos y/o en las instituciones médicas, en 
atención al derecho de indemnización de la víctima.
Justificación: Debido a la dificultad que representa para la 
víctima probar la culpa del médico anestesiólogo, se posibilita 
un desplazamiento de la carga de la prueba para que sea el 
médico el que demuestre que la aplicación de la anestesia se 
realizó de acuerdo a los cuidados establecidos en la normativa 
de la materia y al deber de diligencia que le exige la profesión. 
Así, el personal médico deberá demostrar que tuvo el cuida-
do debido en cada una de las etapas que involucra el procedi-
miento anestésico.

En efecto, los profesionales médicos y/o las instituciones 
de salud pueden acceder con mayor facilidad a los medios de 
prueba para demostrar su actuar diligente. Por un lado, tie-
nen los conocimientos necesarios para determinar qué infor-
mación puede ser relevante en el proceso y, por otro, pueden 
acceder a dichos medios de pruebas con mayor libertad que la 
persona afectada.

Incluso, en el caso del suministro de la anestesia, la Norma 
Oficial Mexicana NOM-170-SSA1-1998, para la práctica de 
anestesiología, exige a las instituciones hospitalarias el docu-
mentar el procedimiento anestésico. Lo anterior no implica 
que sea el médico quien tenga que acreditar que su actuación 
no fue la causa del daño producido, esto es, que sea éste quien 
tenga que probar que el daño no se ocasionó por el suministro 
de la anestesia, sino que la carga de la prueba se limita al ele-
mento subjetivo de la responsabilidad. 



P O D E R  J U D I C I AL  D E  L A CDMX

Tomo 400 •  marzo-abril •  2026500

Es decir, el revertir la carga de la prueba de la culpa signi-
fica que será el profesional médico el que deberá demostrar 
que no actuó negligentemente, lo que no significa que dicho 
profesional tenga que probar la inexistencia de los demás ele-
mentos de la responsabilidad. 

Incluso, la actuación diligente del personal médico-sanita-
rio puede efectuarse con independencia de la perfecta o im-
perfecta integración del expediente clínico, que constituye un 
elemento importante. Sin embargo, no es definitorio, porque 
podrán existir casos en que se cumpla con todos los requisitos 
de la Norma Oficial Mexicana, pero a pesar de ello se actualice 
una conducta negligente en la atención médica y viceversa.

MATERIA FAMILIAR
Quinta Sala

-A-
alimentos, no se extingue la obligación necesaria-
mente cuando el acreedor alcanza la mayoría de 
edad y existe disparidad entre ésta y el grado esco-
lar que cursa
Hechos: Una persona que ya había cumplido la mayoría de 
edad obtuvo del reconocimiento de la paternidad, y deman-
dó el pago de alimentos a su favor, de manera retroactiva, 
es de decir, desde su nacimiento hasta la fecha en que obtu-
vo su titulación universitaria. La autoridad jurisdiccional de 
primera instancia falló a su favor lo anterior, ante lo cual el 
padre presentó recurso de apelación, y argumentó que sólo 
estaba obligado a cumplir con el pago de alimentos a partir 
de que éste tuvo capacidad económica, al contar con ingresos 
laborales.

287
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Criterio jurídico: En el caso en estudio se colige que la parte 
actora comenzó sus estudios profesionales a la edad de die-
cinueve años y si bien es cierto, el sistema educativo mexica-
no ha generado la convicción de que los alumnos comienzan 
sus estudios profesionales entre las edades de diecisiete y 
dieciocho años, esto de conformidad con la “regularidad” de 
los educandos, no debe inadvertirse que el sentido de la ins-
titución alimentaria consiste en garantizar a los acreedores 
la posibilidad de atravesar una etapa económicamente inac-
tiva en la que se alleguen de los recursos necesarios que les 
darán una base para desarrollar sus planes de vida, lo que les 
permitirá acceder a un nivel de vida adecuado y digno, y que 
dado el principio de proporcionalidad que rige en tal insti-
tución, puede concluirse que la obligación de proporcionar 
alimentos no se extingue, necesariamente, cuando el acree-
dor alcanza la mayoría de edad y hay disparidad entre ésta y 
el grado escolar que cursa debido a su falta de aplicación al 
estudio. 

Justificación: La persona juzgadora debe valorar las razones 
que hayan dado motivo a una probable falta de aplicación –0	
a los estudios por parte de quien tiene derecho a recibir ali-
mentos, porque las causas pueden resultar ajenas a su volun-
tad (como el estado de salud y circunstancias materiales, fa-
miliares o económicas). 

En adición a lo anterior, si los padres no se ocuparon de 
vigilar el desempeño académico de sus hijos menores, en aten-
ción a sus aptitudes mentales y físicas, es a ellos, en principio, 
a quienes sería imputable la discrepancia entre la edad y el 
grado académico que tuvieran sus hijos.

De igual manera, no se ignora que en el momento del alum-
bramiento de la actora, el demandado era menor de edad, sin 
embargo, no puede desconocerse que el requerimiento de 
pago de alimentos retroactivos se hace en una edad producti-
va del deudor, por lo que el tema relacionado a su minoría de 
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edad a la fecha del nacimiento de la actora solo deberá consi-
derarse para el momento de decretar la pensión alimenticia, 
esto para que la misma se adecue a las circunstancias del mo-
mento y no así, para liberarlo de sus obligaciones. 

alimentos, obligación de pagarlos retroactivamen-
te, no obstante que hayan sido aportados por el otro 
ascendiente o por los abuelos.
Hechos: Una persona que ya había cumplido la mayoría de 
edad obtuvo del reconocimiento de la paternidad, y demandó 
el pago de alimentos a su favor, de manera retroactiva, es de 
decir, desde su nacimiento hasta la fecha en que obtuvo su 
titulación universitaria. La autoridad jurisdiccional de prime-
ra instancia falló a su favor lo anterior, ante lo cual el padre 
presentó recurso de apelación, y argumentó que sólo estaba 
obligado a cumplir con el pago de alimentos a partir de que 
éste tuvo capacidad económica, al contar con ingresos por la 
realización de un trabajo.

Criterio jurídico: Los alimentos en su vertiente retroactiva 
por virtud del reconocimiento de paternidad se actualizan 
solo con la verificación del lazo familiar que existe entre dos 
personas, ya sea mayor o menor de edad el acreedor alimen-
tario. 

Incluso el hecho de que la acreedora alimentista comenzara a 
laborar desde los doce años de edad, implicó una grave lesión 
a sus derechos humanos, de ahí que, no sea oportuno estable-
cer que el hecho de que ella tuvo un empleo sea una circuns-
tancia válida para determinar que no contaba con la necesidad 
de satisfacer su manutención básica.

Justificación: En caso de absolver el pago de las obligaciones 
alimentarias vencidas no satisfechas, ello implicaría premiar 
el abandono de los menores de edad con la absolución del 
cumplimiento de las cargas aludidas mientras no exista reso-
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lución judicial que ordene al progenitor el cumplimiento de su 
obligación natural consecuente al nacimiento del menor. 

El que hayan existido posibilidades de cubrir las necesida-
des alimentarias del acreedor, ya sea mediante la adquisición 
de deudas o por sus propios medios, no excluye en modo 
alguno la obligación del padre de cumplir con su correlativa 
obligación, la cual surgió desde el nacimiento del menor, por 
lo que desde ese momento se generó la deuda de cubrir los 
alimentos. 

No deja de observarse que el recurrente menciona que, en 
todo caso, se estaría realizando un doble pago a la actora, pues 
fueron sus abuelos los que cubrieron sus gastos, por lo que, en 
todo caso, correspondería a ellos solicitar el pago retroacti-
vo de alimentos, sin embargo, dicha consideración resulta ser 
igualmente infundada, porque existe posibilidad de requerir 
el pago de alimentos, ya sea por quien suministró el débito 
alimentario o bien por el propio acreedor alimentario al mo-
mento de alcanzar la mayoría de edad. 

Sin que no sea válido decretar que el pago de alimentos solo 
puede retrotraerse al momento en que el deudor obtuvo ca-
pacidad económica laboral. Si bien el demandado contaba con 
la edad de quince años al momento del alumbramiento de la 
hoy actora, decretar que su obligación alimentaria no puede 
retrotraerse debido a que no tenía “capacidad económica”, im-
plicaría desconocer el derecho a percibir alimentos de aquélla, 
así como se impondría una carga desmedida a la progenitora 
de la recurrente, pues ella también era menor de edad cuando 
aconteció el nacimiento su hija, por lo que, se estaría generan-
do únicamente una carga para la madre y se permitiría que 
el progenitor pueda desconocer su obligación, lo que implica 
una grave violación al principio de perspectiva de género. Es 
decir, no resulta coherente que se establezca una carga para la 
progenitora de la divergente y se libere de ella al progenitor.
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MATERIA PENAL
Sexta Sala Penal 

-S-
sustracción de menores (descripción típica del pá-
rrafo primero del artículo 173 del código penal), 
inexigibilidad de otra conducta cuando existen 
condicionantes que afectan la capacidad para cum-
plir con la norma

Hechos:  La madre de una menor sustrajo a ésta del domicilio 
donde habitaba con su padre, quien tenía la guarda y custodia 
por mandato judicial. La referida menor le comunicó a su ma-
dre que era víctima de maltratos por parte de su progenitor 
e, incluso, le manifestó su deseo de privarse de la vida ante la 
situación que estaba viviendo. Ante ese proceder, la madre fue 
acusada por el delito de sustracción de menores, por lo cual 
recibió sentencia condenatoria; inconforme con ese fallo, in-
terpuso recurso de apelación.

Criterio jurídico: El Tribunal de Enjuiciamiento arribó a la 
conclusión de que la imputada realizó la conducta delictiva de 
sustracción de menores por la que se le acusó. No obstante, la 
afirmación referente a la actualización del delito referido no 
debe descansar en la mera comprobación del hecho que fue 
materia de la acusación, ni tampoco en que el comportamien-
to de la sentenciada se amolde a la descripción típica que se le 
atribuyó, pues el delito, de acuerdo con una dogmática penal, 
requiere la necesaria comprobación de todos sus componen-
tes, lo cual por supuesto, supone la inexistencia de alguno de 
sus elementos negativos, ya que de lo contrario, la consecuen-
cia es la exclusión del delito.
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En el caso a estudio la sentenciada sustrajo a su menor hija 
del domicilio en el que habitaba junto con su padre, quien tenía 
la guarda y custodia (descripción típica del párrafo primero del 
artículo 173 del Código Penal), lo cual permite afirmar la tipi-
cidad de la conducta, no así a sostener que cometió el delito.

La sujeto pasivo hizo alusión a que se salió de su domicilio 
por maltratos que sufría en la casa de su progenitor, y cuando 
su madre acudió a ese domicilio notó que se autolesionaba, 
aludiendo la primera que no estaba bien viviendo con su pa-
dre.

Aspectos que conducen a este tribunal de alzada a concluir 
que la sentenciada se encontraba en la situación de inexigibi-
lidad de otra conducta, a la cual se refiere la fracción IV, apar-
tado C, del citado artículo 29 del Código Penal.

Justificación: Si bien no es factible establecer que se actua-
lizó alguna causa de justificación si se atiende a que ante la 
noticia que la sentenciada recibió de su menor hija respecto 
a los abusos y maltratos de los que dijo ser objeto, estuvo en 
posibilidad de solicitar el auxilio de las autoridades policia-
cas, a fin de poder formularle un reproche jurídico se requiere 
también que se integren una serie de requisitos, sin los cuales 
no se puede hablar de culpabilidad, pues es innegable que la 
comunicación entre el individuo y los mandatos de la norma 
sólo puede darse si se encuentran en condiciones de poder 
regirse por ella sin grandes esfuerzos. 

De tal suerte que es necesario considerar las razones por 
las que la acusada sustrajo a la víctima del domicilio en el que 
habitaba, dado que tienen especial relevancia al momento de 
analizar el último componente de la culpabilidad, en el senti-
do de que la menor le pidió que la sustrajera de ese inmueble 
debido a que sufría maltrato de su padre y ésta se autolesio-
naba e, incluso, externó el deseo de quitarse la vida por la si-
tuación que vivía.



Exposiciones que revisten especial importancia porque evi-
dentemente inciden para considerar incomprobada la culpa-
bilidad de la sentenciada, sin que sea relevante que el mal que 
la menor dijo haber sufrido fuera cierto o no, sino apreciar 
cómo esa noticia afectó la motivación normativa de la ape-
lante, porque esa situación fue percibida como grave por la 
receptora, lo que a juicio de esta alzada aconteció, y por ende 
afectó claramente su capacidad para cumplir la norma.

Aunado a lo anterior, la hija de la imputada contaba con 
trece años de edad, lo cual implica que se trató de una persona 
en situación de vulnerabilidad.




